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INTRODUCCIÓN
La Contraloría de Bogotá, en desarrollo de su función constitucional y legal, y en cumplimiento de su Plan de Auditoría Distrital 2003 – 2004, Fase II, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial a la gestión fiscal desarrollada por la Universidad Distrital “Francisco José de Caldas”; sobre los siguientes temas: en primer lugar, al cumplimiento de los contratos suscritos por esta para brindar los servicios derivados de los planes complementarios en salud, en segundo lugar para la evaluación de los contratos de prestación de servicios y en tercer lugar la evaluación a la gestión de cobro de las cuotas partes pensionales.

La auditoria se centró en la evaluación a la muestra seleccionada de los temas enunciados, la cual fue analizada con base en las normas legales y demás reglamentos relacionados con la materia.

Durante el proceso de auditoría se dio traslado en tiempo real de los hallazgos al rector de la Universidad. Las respuestas dadas por la Entidad fueron analizadas, evaluadas e incluidas en el informe cuando se consideró pertinente.

Dada la importancia estratégica que la Universidad Distrital “Francisco José de Caldas” tiene para el sector Educación, Cultura, Recreación y Deporte y la ciudad, la Contraloría de Bogotá, espera que este informe contribuya a su mejoramiento continuo  y con ello a una eficiente administración de los recursos públicos, lo cual redundará en el mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos de la capital.

1. DICTAMEN DE AUDITORIA GUBERNAMENTALCON ENFOQUE INTEGRAL MODALIDAD ESPECIAL

Doctor

RICARDO GARCIA DUARTE 

Rector 

Universidad Distrital “Francisco José de Caldas” 

Carrera 7 No. 40 – 53 piso 10º

Ciudad

La Contraloría de Bogotá con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política, la Ley 87 de 1993, la Ley 42 de 1993 y el Decreto 1421 de 1993, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial, a la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, al pago de los planes de medicina prepagada, a la contratación suscrita bajo la modalidad de órdenes de prestación de servicios y al manejo de las Cuotas partes pensionales, a través de la evaluación de los principios de eficacia, eficiencia, legalidad y economía con que administró los recursos y los resultados de su gestión durante el período comprendido entre los años 1999-2004.

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información  suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá, la responsabilidad de la Contraloría de Bogotá consiste en producir un informe que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de la entidad, en los temas evaluados, que incluya pronunciamientos sobre el acatamiento a las disposiciones legales en materia de contratación  y la calidad y eficiencia del Sistema de Control Interno en las áreas involucradas con el manejo de dichos recursos.

El informe contiene aspectos administrativos, financieros y legales que una vez detectados como deficiencias por el equipo de auditoría, serán corregidos por la administración a través del Plan de Mejoramiento, contribuyendo así al perfeccionamiento continuo de la organización y por consiguiente a la eficiente y efectiva prestación de  servicios en beneficio de la ciudadanía, fin último del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoría Gubernamentales compatibles con las de general aceptación, así como con las políticas y los procedimientos de auditoría establecidos por la Contraloría de Bogotá, por lo tanto, requirió, acorde con ellas, de la planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral. El control incluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la entidad y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del  Sistema de Control Interno en las áreas relacionadas con los temas evaluados.

Concepto sobre Gestión y Resultados 

En la auditoria desarrollada a los temas señalados anteriormente, se encontró que la Universidad Distrital Francisco José de Caldas presenta deficiencias en la planeación, ejecución y control de las actividades allí desarrolladas,  evidenciándose  ausencia de seguimiento y control que permita detectar y corregir oportunamente los riesgos, conllevando a un Sistema de Control Interno ineficaz e ineficiente, siendo las mas críticas las fases de administración del riesgo, documentación y operacionalización de los elementos.

A continuación se relacionan los aspectos más relevantes de los temas evaluados:

En lo referente a medicina prepagada se evaluaron los contratos celebrados con Cafesalud, Compensar, Saludcoop, Sanitas y Dromayor, durante las vigencias 1999 a 2004.

La Universidad Distrital suscribió contratos con las EPS Compensar, Saludcoop, Cafesalud, y Sanitas por concepto de medicina prepagada con el fin de cubrir el 100% en salud de sus trabajadores oficiales, beneficio establecido a través de convención colectiva; producto de estos contratos, afilió además de los trabajadores oficiales a empleados públicos administrativos, docentes y pensionados, con sus respectivos beneficiarios, pertenecientes al régimen antiguo. 

La Universidad hizo extensivo dicho beneficio a los empleados públicos y administrativos mediante Acta Compromisoria, firmada el 13 de marzo de 1992  y el Acuerdo 06 de 1992, contraviniendo con ello las disposiciones establecidas en los Artículos 415 y 416 del Código Sustantivo de Trabajo.
Es así como durante los años 1999 a junio de 2004, la Universidad canceló el valor de $8.860.3 millones por este concepto, ocasionando un daño al patrimonio del Distrito; toda vez, que este beneficio es exclusivo de los trabajadores oficiales, el cual fue adquirido a  través de la convención colectiva de trabajo.

Igualmente canceló a la firma COMPENSAR E.P.S. la suma de $485.8 millones por concepto de servicios odontológicos con fines estéticos y de rehabilitación oral,  prestados a sus funcionarios y beneficiarios durante el periodo 2001 a 2004, contraviniendo la normatividad vigente en materia de salud.

Así mismo, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, en su Artículo 169 establece que los beneficios adicionales a los contemplados en el Plan Obligatorio de Salud, deben ser asumidos por cada funcionario a través de planes complementarios; por consiguiente cambia el conjunto de los beneficios que venían siendo otorgados a través del Bienestar Universitario y la obligación de la Universidad respecto de los mismos.

Otra de las irregularidades fue la creación del Fondo de Cafesalud y el contrato suscrito con Dromayor, mediante los cuales la Universidad costeó medicamentos que debieron ser suministrados por las E.P.S a través del Plan Obligatorio de Salud (POS), suma que ascendió a $2.658.5 millones durante los años 1997 a 2004.

Por último, se evidenció falta de control y seguimiento en la suscripción, ejecución y pago de estos contratos, presentándose situaciones como: 

· No se constituyó  disponibilidad ni reserva presupuestal al momento de la suscripción de los contratos con CAFESALUD y COMPENSAR y se efectuaron   prórrogas anuales sin constituir  pólizas de cumplimiento.

· No se pacto en el contrato con SANITAS EPS la cláusula relativa a la interventoría ni las obligaciones correspondientes y además se constituyo reserva presupuestal después de haber sido iniciada la ejecución del contrato.

· La Universidad canceló la suma de $141.6 millones a SANITAS EPS por concepto de medicina prepagada de agosto de 2004, con un cubrimiento de 2.382 afiliados, siendo realmente 825 afiliados a esa fecha.

· Cancelación de planes de medicina prepagada a funcionarios que no tienen derecho a ello por haberse vinculado a la entidad después del mes de agosto de 1994,  por  cambio de régimen  y  a una persona fallecida.
· La Institución no le exigió a la firma CAFESALUD EPS el informe sobre el rendimiento de cuentas de los dineros entregados en administración, para ser manejados por medio del Fondo de medicamentos.

· Se presenta dualidad de funciones y conflicto de intereses en la ejecución del contrato suscrito con la firma DROMAYOR S.A., por cuanto quien autorizaba la entrega de medicamentos, simultáneamente ejercía funciones como  interventor de los contratos con las EPS; así mismo, no tenia el perfil profesional para impartir dichas autorizaciones.

Estas deficiencias contribuyen en conjunto a que la entidad no esté realizando un seguimiento adecuado a las operaciones y procedimientos desarrollados en la prestación de los servicios de salud, que permita el control preventivo y garantice un nivel de confianza adecuado en la gestión de los recursos públicos y el cumplimiento de los principios de eficiencia y eficacia, denotando una gestión ineficiente y antieconómica por parte de la administración, mas aún si se tiene en cuenta que todas estas falencias fueron advertidas en su momento por el auditor medico de la época y por los diferentes asesores en este tema contratados por la administración.

Pasando al tema de los contratos suscritos bajo la modalidad de Ordenes de Prestación de Servicios, en la auditoría se evaluaron algunos de los  que fueron suscritos por el Rector y Vicerrector, observando similitud en el objeto contratado y desarrollo de actividades que podrían ser adelantadas por funcionarios de planta. Además, no se dispone de un perfil definido para desempeñar las labores contratadas ni los correspondientes estudios de costos; todo lo anterior producto de la falta de planeación y control del recurso humano de planta con que cuenta la Universidad.

De otra parte, al efectuar  seguimiento a los compromisos adquiridos por la Universidad relacionados con el control de advertencia de cuotas partes, y al evaluar varias hojas de vidas de docentes se evidenció que la Universidad reconoció  pensiones sin el lleno del requisito de tiempo de servicios, generando un detrimento por los pagos de esas mesadas pensionales que a la fecha ascienden a  $455.3 millones.

Los hallazgos presentados en los párrafos anteriores, nos permiten conceptuar que en la gestión adelantada por la administración de la entidad, no se acatan las disposiciones que regulan sus hechos y operaciones, no ha implementado un sistema de control interno que le ofrezca garantía en el manejo de los recursos; lo cual ha incidido para que en la adquisición y uso de los recursos no se manejen criterios de economía, eficiencia y equidad.

Como resultado de esta auditoría, tal como se detalla en el cuadro anexo (ver numeral 3.1 de este informe), se establecieron 40 hallazgos administrativos, de los cuales 2 tienen incidencia penal, 16 tienen incidencia fiscal en cuantía de $12.916.5 millones, 21 tienen incidencia disciplinaria y 1 hallazgo administrativo sin incidencia fiscal, disciplinaria ni penal.

Mediante oficio de fecha 15 de diciembre del presente año, emanado de este organismo de control, se presentó ante el despacho del señor rector el correspondiente Informe preliminar, con el fin que la Entidad respondiera sobre las observaciones contenidas en dicho informe; sin embargo, no se recibió respuesta alguna dentro del plazo establecido, en consecuencia los hallazgos quedan ratificados en el presente informe. 

A fin de lograr que la labor de auditoria conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar en el menor tiempo posible las deficiencias puntualizadas en el presente informe, dicho  documento deberá ser remitido a la Contraloría de Bogotá dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del informe por parte de la entidad, de conformidad con lo establecido en las Resoluciones Reglamentarias Nos. 053 de 2001 y 023 de 2002 de la Contraloría de Bogotá.

El Plan de Mejoramiento debe detallar las medidas que se tomarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos y del seguimiento de la ejecución.  

Bogotá D. C, 

                                                                      ALIRIO RODRIGUEZ OSPINA

                                                                      Director Técnico Sector Educación, Cultura, 

                                                                      Recreación y Deporte

2. RESULTADOS DE LA AUDITORIA

2.1. EVALUACION AL SISTEMA DE CONTROL INTERNO DE LAS AREAS INVOLUCRADAS.

En la auditoría se pudo establecer que el Sistema de Control Interno en las áreas que intervienen en los procesos de medicina prepagada, contratación mediante órdenes de prestación de servicios y cuotas partes pensionales, presenta deficiencias en el seguimiento y control tanto por la Oficina de Control Interno como por quienes ejecutan las actividades, denotándose mayor riesgo en las fases de Administración del Riesgo, Documentación y Operacionalización de los elementos, así:

2.1.1. Administración del riesgo

En la suscripción, ejecución y pago de  los contratos para la prestación de los servicios de salud, se evidencia la ausencia de mecanismos en la valoración del riesgo, su manejo y control, como es el caso en los que no se aportaron  pólizas de cumplimiento, no se constituyeron  certificados de disponibilidad ni reserva o no se registra quien es el responsable de efectuar la función de interventoría.

Igualmente, se encontraron irregularidades en la cancelación de planes de medicina prepagada a funcionarios que no poseen ese derecho, la ausencia de informes sobre la gestión de los recursos administrados por CAFESALUD EPS, el suministro de medicamentos y servicios odontológicos a los funcionarios sin que la entidad estuviera obligada a ello.
Estas anomalías podrían haber sido menos graves si la entidad contara con un mapa de riesgos donde se identifiquen los factores de riesgo que facilite monitorear periódicamente la frecuencia con que se pudieran presentar a fin de mitigar su efecto y poder tomar los correctivos oportunamente.

Teniendo en cuenta que la administración de los riesgos es un proceso interactivo que debe hacerse sobre la marcha, corresponde al nivel directivo identificar claramente los riesgos inherentes en todos los niveles de la entidad y realizar las acciones necesarias para administrarlos; si esta condición no se cumple, difícilmente los demás niveles de la organización pueden implementar dichas medidas y mucho menos estar en condición de evitar las consecuencias.

2.1.2.  Operacionalización de los elementos

Respecto a esta fase, se evidencian irregularidades en la planeación de las actividades relacionadas con los temas auditados, lo cual se vio reflejado en el mayor pago efectuado a la EPS SANITAS, por un número mayor de afiliados a los que realmente existían. 

El nivel directivo de la institución educativa no consideró las solicitudes y llamados de atención formuladas por el auditor médico, en las cuales solicitaba la liquidación de los contratos suscritos con las empresas prestadoras de servicios de salud, por considerarlos lesivos para las finanzas de la entidad.

Por otro lado, no se cuenta con un sistema integrado de información que garantice que los procesos y procedimientos se realicen de forma articulada, manejando información que sea común a todas las dependencias y que garantice que el procesamiento de esta información conduzca a la efectiva toma de decisiones.

No existe un adecuado esquema organizacional por cuanto la planta de personal administrativa no responde a las necesidades de la institución, conllevando a la contratación  mediante órdenes de prestación de servicios para desarrollar actividades administrativas. 

Falta de controles, procedimientos y un criterio definido en el manejo del tema de salud, ocasionado por la aplicación ambigua de las normas en materia de salud, personal y contratación. 

2.1.3.  Documentación

La Universidad no cuenta con un instructivo o mecanismo de control, que permita establecer los derechos y responsabilidades de cada uno de los actores involucrados en el proceso de medicina prepagada.

De otra parte, la inadecuada aplicación de la Ley General de Archivo No. 594 de 2000; artículo 4, literal a), el cual señala que el objetivo esencial de los archivos es el de “...disponer de la documentación organizada, en tal forma que la información institucional sea recuperable para uso de la administración en el servicio al ciudadano y como fuente de la historia”, toda vez que se observó entre otros aspectos, que los soportes contentivos de los diferentes contratos no reposan en su totalidad en cada carpeta y en una sola dependencia

2.2  EVALUACION A LOS CONTRATOS DE MEDICINA PREPAGADA 

Como producto de la evaluación se encontraron las siguientes observaciones: 

2.2.1 La Universidad Distrital suscribió contratos con diferentes EPS para prestar el servicio de medicina prepagada para dar cumplimiento de lo establecido  en la convención colectiva, producto de estos contratos afilió a los trabajadores oficiales, empleados públicos administrativos, docentes y pensionados, con sus respectivos beneficiarios, perteneciente al régimen antiguo, efectuando los siguientes pagos: 

CUADRO 1

RELACION DE PAGOS POR CONCEPTO DE MEDICINA PREPAGADA

                                                                                                                                ( Millones de $)

FECHA CONTRATO
NÚMERO
EPS
VR. PAGADO
TOTAL




1999
2000
2001
2002
2004


Abril de 1997
C100152
Cafesalud
810.5
954.7
968.3
1.024.3
582.8
4.340.7

Diciembre de 2000
SIN
Compensar


838.4
945.2
499.1
2.282.7

Marzo de 1997
001
Salucoop
1.120.8
1.081.8



2.202.6

Julio de 2004
019
Sanitas




34.3
34.3











TOTAL







8.860.3

Fuente: Ordenes de pago y registros contables de la Universidad Distrital

El plan de medicina prepagada es cancelado en su totalidad por la Universidad, siendo éste un beneficio exclusivo de los trabajadores oficiales otorgado a través de las convenciones colectivas de 1974, 1978 y 1999; sin embargo, dichos beneficios se hicieron extensivos a los empleados públicos y administrativos mediante acta compromisoria, firmada el 13 de marzo de 1992  y el Acuerdo 06 de 1992, contraviniendo con ello las disposiciones que lo prohíben, establecidas en los Artículos 415 y 416 del Código Sustantivo de Trabajo
Según concepto jurídico emitido por el Jefe de la Oficina Jurídica ( e), María Clemencia Ariza Ciceri, del Ministerio de Educación, “… El Código Sustantivo del Trabajo en sus artículos 415 y 416 plasma normas relativas a la presentación de pliegos de condiciones, convenciones colectivas, derecho de huelga; y establece que los sindicatos de empleados públicos no pueden presentar pliego de peticiones ni celebrar convenciones colectivas… Visto lo anterior se tiene que los docentes empleados públicos no pueden ser beneficiarios de prerrogativas convenciones…. Solo pueden elevar solicitudes respetuosas ante la administración sobre aquellos aspectos señalados expresamente en la Ley, lo que excluye la negociación colectiva en el caso de los servidores públicos…”

Para reafirmar el concepto anterior, se observó que el Dr. Juan Gonzalo López, asesor del despacho, en su informe de gestión del 28 de junio de 2004, en los temas adicionales importantes señala de manera expresa que (“)... los beneficios adicionales solo son para los trabajadores oficiales sus beneficiarios y pensionados como trabajadores oficiales, por lo tanto es importante evaluar la situación con los actuales afiliados al PAS y que son empleados públicos... (“)

Igualmente El Dr. Jaime Suárez Patarroyo, quien se desempeñó como Auditor Médico durante el período de 2002 a 2004, advirtió a la administración esta situación en sus comunicaciones ADT-UD-26-03 de mayo 30 de 2003, ADT-UD-032-03 de junio de 2003 y ADT-UD-016-04 de marzo 19 de 2004, solicitando que se tomaran los correctivos pertinentes.

En consecuencia, se presentó un daño al patrimonio del Distrito en cuantía de $8.860.3 millones, generado por una gestión antieconómica por parte de la administración, al hacer extensivo de manera ilegal beneficios otorgados a empleados oficiales a través de convenciones colectivas en este caso, servicios de salud, hecho que se encuentra incurso dentro de lo establecido en el Artículo 6º de la Ley 610 de 2000.

Lo anterior transgrede lo establecido en los Artículos 414 y 416 del Código Sustantivo del Trabajo  los artículos 169  y 236 de la Ley 100 de 1993 y el numeral 1 del artículo 35 de la Ley 734 de 2003.

De igual forma se transgrede el Artículo 236 de la Ley 100 de 1993  y con lo señalado en el Artículo 169 de la Ley 100/93; además se incumple con lo previsto en el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala dentro de los objetivos del sistema de control interno,” Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten... (”).

Respuesta dada por la administración:

“Los antecedentes de la prestación del servicio de salud de la Universidad Distrital, a los trabajadores oficiales encuentra sustento en las Convenciones Colectivas. Para los empleados públicos, personal docente y pensionado, vinculado antes de la Ley 100 de 1,993, la prestación de los servicios de salud se garantizaba a través de Bienestar Universitario con base en los diferentes acuerdos expedidos por el Consejo Superior, así como en la Ley 30 de 1992.

El funcionamiento de bienestar Universitario de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas fue reglamentado por el Consejo Superior Universitario, que establecía, entre otras cosas, como objetivos los siguientes:

Fomentar, desarrollar y promover la atención integral de salud de estudiantes, profesores y trabajadores.

Promover la atención médico-odontológica preventiva y curativa de los estudiantes, docentes y no docentes a nivel intra y extramural, además de divulgar los programas de salud a través del Consejo de bienestar Universitario ( Acuerdo 027 de junio 2 de 1988).

De lo que se deduce que no es extensión de beneficios convencionales a empleados públicos, ya que dicho servicio de salud para ellos y sus beneficiarios fue reglamentado por el Acuerdo mencionado. En ese orden de ideas, la universidad poseía un servicio de salud propio, prestado a través de su Bienestar Universitario a sus empleados, profesores y estudiantes, soportado como se vio en la normatividad de rango legal, más no en la extensión de convención colectiva.

Con la promulgación de la ley 100 de 1993, por la cual se creó el sistema de Seguridad Social Integral, esta contemplaba la posibilidad que las cajas, fondos y entidades de seguridad social del sector público, empresas y entidades del sector público de cualquier orden, que con anterioridad a su entrada en vigencia vinieran prestando servicios de salud, tendrían dos años para transformarse en empresas promotoras de salud, adaptarse al nuevo sistema, o para efectuar su liquidación de acuerdo con la reglamentación que al respecto expidiera el gobierno nacional.

En caso de que estas entidades fueren liquidadas, los empleadores garantizarían la afiliación de sus trabajadores a otra entidad promotora  de salud, y mientras estos logren dicha afiliación, tendrán que garantizar la respectiva protección a sus beneficiarios, para las Universidades Públicas la norma aplicable es la Ley 30 de 1992.

Dentro del marco legal antes descrito, la Universidad optó por seguir prestado los servicios de salud que venía brindando a través de Bienestar Universitario, mediante afiliación de los beneficiarios a empresas promotoras de salud.

De acuerdo con lo expuesto, no puede predicarse daño patrimonial alguno por haber la Universidad pagado por concepto de prestación de servicio de salud a través de instrumentos, como planes complementarios o medicina prepagada a sus servidores públicos, personal docente y pensionados, en la medida que, como se ha explicado, esta es la forma como la universidad garantiza  la prestación de su servicio propio de salud de acuerdo al régimen legal especial consagrado en la normatividad antes enunciada.

La Universidad Distrital y esta administración en particular, han reconocido a sus trabajadores, empleados públicos y pensionados  que gozaban hasta la expedición de la Ley 100 de los servicios integrales de salud, en plan adicional de salud (PAS), como parte de una política  de bienestar Universitario  expresada en el Acuerdo 027 de 1998 y no como extensión de las convenciones Colectivas de trabajo.

Cuando ustedes citan al Dr. Juan Gonzalo López, descontextualizan la frase ya que esta hace referencia a los trabajadores oficiales no como beneficiarios exclusivos del PAS, por eso, más adelante indica que era preciso evaluar la situación de los actuales afiliados al PAS y que son empleados públicos, lo cual en efecto fue evaluado por la dirección de la Universidad dentro de su  política de bienestar  a la cual se aludió y que se expresa como ya se ha dicho, en el Acuerdo 027 de 1988”. 

La respuesta dada por la administración no se acepta, toda vez el Artículo 236 de la Ley 100 de 1993 establece :  “Las Cajas Fondos y entidades de seguridad social del sector público, empresas y entidades del sector público de cualquier orden, que con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente Ley prestan servicios de salud  o amparen a sus afiliados riesgos de enfermedad general y maternidad, tendrán dos años para transformarse en empresas promotoras de salud, adaptarse al nuevo sistema o para efectuar su liquidación, de acuerdo con la reglamentación que al respecto expida el Gobierno Nacional”…” Cuando el plan de beneficios de la entidad sea mas amplio que el plan de seguro obligatorio, los trabajadores vinculados a la vigencia de la presente Ley y hasta el término de la vinculación laboral correspondiente o el período de jubilación, continuarán recibiendo dichos beneficios con el carácter de plan complementario en los términos del Artículo 169 de esta misma Ley “.,

Igualmente el Artículo 169 de la Ley 100/93 establece “...Planes Complementarios.- Las entidades promotoras de salud podrán ofrecer planes complementarios al plan de salud obligatorio (POS) que serán financiados en su totalidad por el afiliado con recursos distintos a las cotizaciones obligatorias previstas en el Artículo 204 de la citada Ley.”…(“)
De todo esto se puede concluir que, si bien es cierto todos los funcionarios gozaban de los beneficios que en materia de salud les ofrecía el bienestar universitario a través del Acuerdo 27 de 1988, también es cierto que con la expedición de la Ley 100/93 se dio la libertad de fortalecerse como entidades promotoras de salud, liquidarse o adaptarse al nuevo sistema, opción esta ultima escogida por la universidad, lo que los obligaba a regirse totalmente por lo normado en la Ley 100/93, por consiguiente, los servicios de medicina prepagada deben ser asumidos en su totalidad por cada funcionario y no con recursos públicos.

La Contraloría no desconoce los beneficios otorgados a través del Bienestar Universitario y la obligación de la universidad respecto a los mismos, pero se debe tener en cuenta que a partir de la Ley 100/93, los beneficios adicionales a los contemplados en el Plan Obligatorio de Salud, deben ser asumidos por cada funcionario con recursos propios y no con los de la Universidad.

Por lo anterior, la respuesta no se acepta, toda vez que no desvirtúa la observación planteada por este ente de control, constituyéndose en un hallazgo administrativo de carácter fiscal y disciplinario en cuantía de $8.860.3 millones. Por consiguiente se dio traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.2.  El convenio de prestación de servicios de medicina prepagada suscrito el 18 de abril de 1997 con Cafesalud en su cláusula Décima Cuarta contempla: La universidad Distrital destinará la suma de $50.0 millones para un fondo cuya administración estará en cabeza de Cafesalud y a cuyo cargo  Cafesalud cubrirá los servicios médicos consignados en el anexo técnico No. 2…..(…).

Al evaluar  los ítems que contienen dicho anexo, se evidencia que entre los servicios a prestarse con cargo al fondo, se incluyen el suministro de medicamentos genéricos y comerciales a los trabajadores oficiales, empleados públicos, docentes, administrativos y pensionados, y sus respectivos beneficiarios.

De acuerdo al análisis realizado a la normatividad vigente por concepto del tema de salud, la Contraloría observó  que la Universidad no ha debido asumir este costo, toda vez que las diferentes  EPS estaban en la obligación de suministrar los medicamentos tal como lo establece el artículo 162 de la Ley 100 de 1993 a través del POS.

Lo anterior es ratificado en  el  Decreto 806 de 1998 artículo 7º,  que reglamenta la Seguridad Social en salud y los derechos de los afiliados; “Las Entidades Promotoras de Salud E P S y Entidades adaptadas están obligadas a dar a sus afiliados educación, información y fomento de la salud y la prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación de la enfermedad en los diferentes niveles de complejidad así como el suministro de medicamentos esenciales en su denominación genérica”.             

Por lo anterior el  pago efectuado por la Universidad a través del Fondo de Cafesalud, se constituye en un hallazgo fiscal y disciplinario el cual se presenta por la ausencia de políticas de planeación y control, conllevando a un  daño patrimonial a las finanzas del Distrito en cuantía de $1.588.5 millones, correspondiente a los pagos efectuados durante los años 1997 a 2001, encontrándose incurso  dentro de lo preceptuado en Artículo 6º. de la Ley 610 del 2000 y el Artículo 34 numerales 1 y 21 de la Ley 734 de 2002.

Respuesta dada por la administración:
“El fondo de medicamentos se constituyó en el contrato suscrito por la Universidad Distrital y Cafesalud en el año 1995 cuyo objeto era la prestación de servicios de medicina prepagada.

Como se tuvo oportunidad de informar a la Contraloría en diferentes comunicaciones, esta administración, ha agotado todas las instancias necesarias para verificar el funcionamiento del fondo, los montos ejecutados, las partidas autorizadas y el contenido de los servicios. Se remite a los comunicados de Julio 13 y del 27 de Septiembre de 2004

Es de aclarar que esta Administración no ha cancelado suma de dinero alguna a través de dicho fondo, entre otras razones, por cuanto desde antes del 1ª de octubre de 2003, fecha de posesión de la presente Administración, el mismo ya no funcionaba”.

La respuesta dada por la administración no desvirtúa la observación planteada, toda vez que lo cuestionado no es si ésta administración canceló o no dineros por este concepto, ya que para la auditoria es claro que el fondo existió hasta el año 2001, la irregularidad observada por la Contraloría radica en el hecho de que durante la existencia del Fondo, se cancelaron medicamentos que los cubrían las diferentes EPS a través del POS y en relación con la responsabilidad, el ente de control se ajusto a los servidores públicos que ejercieron funciones durante el periodo auditado.

Por lo anterior, la respuesta no se acepta, toda vez que no desvirtúa la observación planteada por este ente de control, se ratifica la gestión antieconómica y la celebración indebida e injustificada de este convenio, en lo referente al Fondo de Cafesalud, constituyéndose en un hallazgo administrativo de carácter fiscal y disciplinario en cuantía de $1.588,5 millones; por consiguiente se dió traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.3.  La Contraloría evidenció que con cargo al Fondo de Cafesalud, se facturó un mayor valor de $10.0 millones, correspondiente al medicamento “ampolla de Lupron de 3.75 mg” entregada a Juan Francisco Vanegas, beneficiario de la medicina prepagada cancelada por la Universidad Distrital a través de la orden de servicio No. 2117259 del 8 de Junio de 1999, en la cual se evidencia que su valor real fue de $1.1 millones; sin embargo, en la cuenta de cobro de julio 1 de 1999 presentada por Cafesalud, se facturó este medicamento por valor de $11.1 millones.

En consecuencia el mayor valor cancelado por la Universidad a través del Fondo de Cafesalud, se constituye en un hallazgo fiscal, penal y disciplinario el cual se presenta por la ausencia de control y seguimiento a los  desembolsos hechos por este concepto, conllevando a un  daño patrimonial a las finanzas del Distrito en  cuantía de $10.0 millones, encontrándose incurso  dentro de lo preceptuado en Artículo 6º. de la Ley 610 del 2000 y el Artículo 34 numerales 1 y 21 de la Ley 734 de 2002.

Igualmente, el hecho anterior deja en evidencia la falta de control y seguimiento a los recursos ejecutados con cargo al Fondo de Cafesalud, por parte del interventor y un Sistema de Control Interno deficiente, contraviniendo lo señalado por el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, que señala los Objetivos del Sistema de Control Interno, “proteger los recursos de la organización ante posibles riesgos que lo afecten...”

Respuesta dada por la administración

Se informa sin perjuicio de la reserva de la actuación disciplinaria consagrada en el Artículo 95 de la ley 734 de 2002, que una vez la entidad obtuvo el conocimiento de las posibles irregularidades ocurridas con ocasión al pago de un mayor valor y a cargo del Fondo de Medicamentos de CAFESALUD de la ampolla de Lupron 3.75 Mg., formulada al beneficiario de medicina prepagada Juan Francisco Vanegas, el despacho puso en conocimiento de estos hechos tanto a la oficina Asesora Jurídica como a la oficina Asesora de Asuntos Disciplinarios para que se adelantara las medidas pertinentes de acuerdo con lo de su competencia.

Con fundamento en lo anterior, la Oficina Asesora de Asuntos disciplinarios mediante auto No. 297 del 23 de agosto de 2004, procedió a la apertura de la indagación preliminar con el objeto de verificar la ocurrencia de la conducta, determinar si es constitutiva de falta disciplinaria o si se actuó al amparo de una causal de exclusión de responsabilidad, como la identificación e individualización del autor o autores de la falta disciplinaria, de conformidad con el artículo 150 de la normatividad antes citada.

Por lo anterior, la respuesta no se acepta, toda vez que no desvirtúa la observación planteada por este ente de control, constituyéndose en un hallazgo fiscal con incidencia penal y disciplinaria en cuantía de $10,0 millones; por consiguiente se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, a la Fiscalía General de la Nación y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.4. La Universidad Distrital suscribió  contrato el 18 de abril de 1997 por valor de $300.0 millones con la firma CAFESALUD, observándose lo siguiente:

· El contrato se suscribió sin constituir disponibilidad ni reserva al momento de la firma.

· Se realizaron prórrogas anuales por el término de cinco años sin constituir en ningún momento pólizas de cumplimiento

· La Universidad no exigió a Cafesalud el rendimiento de cuentas de los dineros entregados en administración, para ser manejados por medio del Fondo de Cafesalud, como se estipula en la cláusula 16 del contrato.

La anterior situación contraviene lo preceptuado en el Artículo 52 del Decreto 714 de 1996  referente a disponibilidades presupuestales  “ Todo acto administrativo que afecte las apropiaciones presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos…..”(..) 

De igual forma contraviene el Artículo 11 del Acuerdo 009 de 1998 del Consejo Universitario referente a requisitos Precontractuales  “En todo contrato debe existir 

disponibilidad presupuestal previa y suficiente al perfeccionamiento del contrato..”….(…)  y el Artículo 12  “Procedimientos de contratación”..(…)
Igualmente en  el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala los Objetivos del Sistema de Control Interno, ”Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten... (”). 

Por lo anteriormente expuesto, se considera una falta disciplinaria, de acuerdo a lo preceptuado en al Artículo 34 numerales 1 y 21, deberes del servidor público  y el Artículo 48 numeral 22 faltas gravísimas, de la Ley 734 de 2002.

Respuesta dada por la administración

“El referido contrato se suscribió el 18 de abril de 1997 y en su cláusula décima se pactó expresamente que ” la Universidad se obliga a incluir las partidas necesarias para atender la ejecución del presente contrato en los presupuestos anuales de gastos con cargo al rubro correspondiente….”, razón por la cual no podría hablarse de disponibilidad y reserva presupuestales toda vez que los pagos se efectuaban contra factura y dependiendo de los servicios efectivamente prestados mes a mes que debían ser corroborados por el interventor del contrato para efectos de proceder a expedir el respectivo cumplido y con este se procedía a la expedición de la disponibilidad y reserva presupuestales de lo causado mes a mes.

En la respectiva carpeta obran las pólizas de responsabilidad civil extracontractual que amparan precisamente todos aquellos riesgos a los que están sometidas las personas que acuden a solicitar los servicios médicos y que en un momento dado consideren que han sufrido un perjuicio con ocasión del servicio. Si bien es cierto no se solicitó la póliza de cumplimiento también es cierto que los pagos se efectuaban mes a mes contra factura y previo el visto bueno del interventor del contrato, entendiéndose con lo anterior que el contratista había cumplido a satisfacción con el objeto del contrato mes a mes, en consecuencia no era necesaria la expedición de póliza de cumplimiento y de otro lado en razón a que no se conocía el valor total del contrato no había monto sobre el cual pedir la póliza a mas de que las compañías de seguro no expedirían una póliza en esas condiciones”.

Respecto a la inexistencia de disponibilidad y reserva presupuestal al momento de suscribir el contrato con Cafesalud, y a la falta de pólizas,  no se acepta la respuesta dada por la administración toda vez que para contraer una obligación, siempre debe existir previamente estos registros, ya que en caso contrario se transgreden las normas presupuestales  y contractuales, por legalizar hechos cumplidos. Por lo tanto se constituye en una hallazgo administrativo de carácter disciplinario.

En cuanto a la observación planteada referente a la no exigencia por parte de la Universidad de cuentas de los dineros entregados en administración al Fondo de Cafesalud, la Universidad no dio respuesta; por lo tanto esta observación queda en firme, constituyéndose en un hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria; por consiguiente se dió traslado a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.5. Al realizar seguimiento a los pagos efectuados por concepto de medicina prepagada a través del contrato suscrito con CAFESALUD, la Contraloría evidenció que la Universidad canceló por mesadas pensionales la suma de $98.2 millones hasta el 31 de diciembre de 2002 y por concepto de medicina prepagada hasta el 31 de diciembre de 2003 la suma de $3.4 millones a la señora Beatriz Garavito de Lastra, habiendo fallecido el 21 de agosto del año 2000. 

En el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala los Objetivos del sistema de control interno, ”Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten... (”). 

Esta situación se presenta por falta de controles, conllevando a un daño patrimonial en cuantía de $101.7 millones, contraviniendo lo preceptuado en el Artículo 6º de la Ley 610 del 2000 y el Artículo 34 numeral 1º. de la Ley 734 de 2002.

Respuesta dada por la administración:

“Las actuaciones que se dieron para determinar el fallecimiento de la señora Garavito de Lastra (q.e.p.d.), fueron establecidas por la División de Recursos Humanos y dadas a conocer al Dr. Saúl Fonseca líder del grupo de auditoria, mediante oficio DRH-1704 del 13 de septiembre de 2004. Igualmente esta Rectoría, mediante oficio No. 0011 de fecha 16 de enero de 2004, remitió a la oficina de asuntos disciplinarios de la universidad, la instrucción pertinente para que se adelantara la correspondiente investigación disciplinaria y se pusiera en conocimiento a la Jurisdicción competente dicho caso”.

La respuesta dada por la entidad no desvirtúa la observación planteada, dado que tardaron tres años para realizar los correctivos respectivos y a la fecha, no se han recuperado dichos dineros, por lo tanto se constituye en un hallazgo fiscal, penal y disciplinario en cuantía de $101.7 millones; por consiguiente, se dió traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, a la Fiscalía General de la Nación y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.6.  Al realizar seguimiento a los pagos efectuados por medicina prepagada,  a través del contrato suscrito con CAFESALUD, la Contraloría evidenció que la Universidad canceló por este concepto la suma de $54.0 millones correspondiente a los años 1998 a 2004 inclusive, de algunos funcionarios que no tienen derecho por haberse vinculado a la entidad después del mes de agosto de 1994, o por haberse pasado al régimen del Decreto 1444 de 1992., así:

· Clara Inés Bonilla Romero, vinculada el 26 de septiembre de 1994, la suma de $28.3 millones
· Cecilia Rincón Verdugo, vinculada el 1º de marzo de 1995, la suma de $15.5 millones

· Clara Inés Rubiano Zornosa, vinculada el 16 de junio de 1997, la suma de $10.2 millones.

En el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala los Objetivos del Sistema de Control Interno, ”Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten... (”). 

Esta situación se presenta por falta de controles, conllevando a un daño patrimonial en la cuantía anteriormente señalada, contraviniendo lo preceptuado en el Artículo 6º de la Ley 610 del 2000 y el Articulo 34 numeral 1, de la Ley 734 de 2002, también contraviene lo normado en los Artículos 169 y 236 de la Ley 100 de 1993.

Respuesta dada por la administración:

“La Dirección administrativa, mediante oficio No., 698 del 7 de julio del año en curso, solicitó concepto a la oficina Asesora Jurídica, la cual mediante oficio OJ-1048-04 presentó las recomendaciones pertinentes”.

La respuesta dada por la entidad, no se acepta, toda vez que el concepto jurídico a que hace referencia, manifiesta que el beneficio de medicina prepagada es un beneficio otorgado a través de la figura del Bienestar Institucional (Acuerdo 27 de 1988).

Este Concepto no es compartido por este ente de control si se tiene en cuenta lo establecido en el Artículo 236 de la Ley 100 de 1993  “Las Cajas Fondos y entidades de seguridad social del sector público, empresas y entidades del sector público de cualquier orden, que con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente Ley prestan servicios de salud  o amparen a sus afiliados riesgos de enfermedad general y maternidad, tendrán dos años para transformarse en empresas promotoras de salud, adaptarse al nuevo sistema o para efectuar su liquidación, de acuerdo con la reglamentación que al respecto expida el Gobierno Nacional”…” Cuando el plan de beneficios de la entidad sea mas amplio que el plan de seguro obligatorio, los trabajadores vinculados a la vigencia de la presente Ley y hasta el término de la vinculación laboral correspondiente o el período de jubilación, continuarán recibiendo dichos beneficios con el carácter de plan complementario en los términos del Artículo 169 de esta misma Ley “.

Igualmente el Artículo 169 de la Ley 100/93 dice “..Planes Complementarios.- Las entidades promotoras de salud podrán ofrecer planes complementarios al plan de salud obligatorio (POS) que serán financiados en su totalidad por el afiliado con recursos distintos a las cotizaciones obligatorias previstas en el Artículo 204 de la citada Ley.”…
En este orden de ideas, si bien es cierto todos los funcionarios gozaban de los beneficios que en materia de salud les ofrecía el bienestar universitario a través del Acuerdo 27 de 1988, también es cierto que con la expedición de la Ley 100 de 1993 se dio la libertad de fortalecerse como entidades promotoras de salud, liquidarse o adaptarse al nuevo sistema, opción esta ultima escogida por la universidad, lo que los obligaba a regirse totalmente por lo normado en la Ley 100 de 1993, por consiguiente, los servicios de medicina prepagada deben ser asumidos en su totalidad por cada funcionario y no con recursos públicos.

Por lo anterior, este hecho se constituye en un hallazgo fiscal y disciplinario en cuantía de $54,0 millones; por consiguiente, se dió traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.7.  Al realizar seguimiento a los pagos efectuados por medicina prepagada, a través del contrato suscrito con CAFESALUD, la Contraloría evidenció que la Universidad canceló por este concepto la suma de $19.0 millones, durante los años 1998, 1999, 2000, 2001 y los meses de mayo y junio de 2004, de la Señora Myriam Reina de Gàndara, identificada con diferentes cédulas, sin tener nunca ningún vinculo laboral con la entidad o como beneficiaria. 

En el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala los Objetivos del Sistema de Control Interno, ”Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten... (”). 
Esta situación se presenta por falta de controles, conllevando a un daño patrimonial en la cuantía anteriormente señalada, contraviniendo lo preceptuado en el Artículo 6º de la Ley 610 del 2000 y el Articulo 34 numeral 1, de la Ley 734 de 2002.

Respuesta dada por la administración

“La división de Recursos Humanos, emitió certificación donde se precisa que la Señora Myriam Reina de Gàndara, no tiene ni ha tenido vinculo laboral con la universidad; situación que se confirmó mediante oficio remitido a la universidad por parte de Cafesalud, de donde se desprende que la entidad no realizó pago alguno, por concepto de salud de la señora Reina Gándara”.

Se acepta la respuesta dada por la administración en el sentido que se debe a un error en las cuentas de cobro entregadas por Cafesalud, dejando en evidencia que este error no ocurrió solamente en los meses de mayo y junio de 2004, sino se presento durante 4 años seguidos, sin que la Universidad exigiera el correctivo a esta anomalía por parte de Cafesalud.

Por lo anterior se constituye en un hallazgo administrativo y las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.8.  Dentro de la minuta del contrato No, 019, suscrito el 1º de julio de 1994 con la EPS SANITAS, no se evidencia que se halla pactado la cláusula correspondiente a la interventoría ni las obligaciones correspondientes,  contraviniendo lo señalado en el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993,  y lo establecido por el artículo 31 del Acuerdo 08 de 2003 que establece  las funciones para los interventores  en el aspecto jurídico, administrativo, técnico y económico.

Por otra parte, los principios aplicables en la contratación establecidos en el Acuerdo 08 de 2003, señalan en el artículo 4° la obligatoriedad de cumplir en todo acto administrativo entre otros, con los principios de objetividad y transparencia.

Lo anterior puede conducir a que el contratista se vea eximido del cumplimiento de sus compromisos contractuales, se autoricen servicios sin la autorización previa del Rector o del Comité Técnico o se realicen cambios sustanciales al mismo.

Respuesta dada por la administración:

“Si bien es claro que dentro de la minuta del contrato 019 de 1 de julio de 2004, no quedó expresamente contenida la cláusula correspondiente a la interventora, en el acta de inicio de dicho contrato, la cual es parte integral del mismo en todas sus partes, se crea una Comisión de salud, de la cual forman parte el Auditor Médico y el Director Administrativo de la Universidad, para efectuar seguimiento al objeto del contrato, propender por analizar y solucionar asuntos de carácter administrativo o asistencial que se presenten en desarrollo de la ejecución contractual.  Igualmente, se asignó mediante oficio a la Señora Carolina Soto como Interventora del mismo.

              Por lo anterior mediante este mecanismo se da total certeza para la garantía integral de los compromisos contractuales y para evitar que se autoricen servicios de salud o se realicen cambios al contrato”.

La respuesta dada por la administración no se acepta, por cuanto por una parte es el contrato el que debe registrar los derechos y obligaciones entre las partes y por otra que el funcionario que vaya a ejercer una labor tan importante como la interventoría técnica, administrativa, medica y financiera, debe reunir un destacado perfil profesional toda vez que lo que se administra son importantes recursos públicos, que desde cualquier óptica deben ser sagrados.

En consecuencia, se constituye en un hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria;por consiguiente, se dio traslado a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.9. La Universidad canceló la suma de $1.6 millones por concepto de medicina prepagada a la funcionaria Cecilia Rincón Verdugo, por los meses de enero a junio del año en curso, sin tener derecho a ese beneficio por encontrarse en comisión no remunerada desde el 22 de enero de 2004.

Lo anterior contraviene lo establecido en el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala los Objetivos del Sistema de Control Interno, ”Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten... (”). 

Este hecho se constituye en un hallazgo fiscal y disciplinario ocasionado por una gestión antieconómica y ausencia de controles en el proceso de pagos por concepto de medicina prepagada, conllevando a un daño patrimonial en cuantía de $1.6 millones, encontrándose incurso dentro de lo preceptuado en el Artículo 6º de la Ley 610 del 2000 y el Artículo 34 numeral 1º de la Ley 734 de 2002.

Respuesta dada por la administración:

“Lo anterior obedece a que no fue tenida en cuenta la Resolución No. 03 de febrero 13 de 2004 “por la cual se concede una comisión no remunerada a un docente de la universidad para desempeñar un cargo de libre  nombramiento y remoción, en la Secretaria de Educación del Distrito Capital.”…se procederá a realizar los correctivos necesarios….(“)

La respuesta corrobora el hecho observado por este ente de control, por consiguiente se constituye en un hallazgo fiscal con incidencia disciplinaria en cuantía de $1,6 millones; por consiguiente, se dió traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.10.  La Universidad Distrital mediante orden de pago No. 2006 del 8 de septiembre del año en curso, canceló a SANITAS la suma de $141.6 millones, por concepto de medicina prepagada del mes de agosto correspondiente a 2.382 afiliados, siendo realmente 825 los afiliados a esa fecha, causando un detrimento en cuantía de $86.1 millones toda vez que la cuota por cada afiliado asciende a $57.900 más IVA.

Lo anterior contraviene lo establecido en el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, Objetivos del Sistema de Control Interno, ”Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten... (”). 

Este hecho se constituye en un hallazgo fiscal y disciplinario, ocasionado por una gestión antieconómica y ausencia de controles en el proceso de pago por concepto de medicina prepagada, conllevando a un daño patrimonial en cuantía de $86.1 millones, encontrándose incurso dentro de lo preceptuado en el Artículo 6º de la Ley 610 del 2000 y los Artículos 34 y 48  numerales 1 y 21 y numeral 22 respectivamente, de la Ley 734 de 2002 y contraviniendo de igual forma lo normado en los Artículos 169 y 236 de la Ley 100 de 1993.

Respuesta dada por la administración:

“Debe tenerse en cuenta que con el fin de no suspender los servicios de salud y debido a la terminación de los contratos con Cafesalud y Compensar, se definió mantener un período de transición, para garantizar el servicio durante el traslado de EPS, durante el cual se incluyó a todos los funcionarios, pensionados y beneficiarios en el Plan adicional de salud con Sanitas, durante los dos primeros meses (julio y agosto) período necesario para hacer efectivos los traslados debido a que estos se hacen al mes subsiguiente, es decir si se afilia en septiembre el traslado se hace efectivo en noviembre. Ello permite un gran número de atenciones a estas personas y disminuyó los efectos negativos que el traslado pudiese ocasionar. Lo anterior explica porque en los meses mencionados el número de afiliados es de 2382. Ello obviamente no constituye detrimento patrimonial alguno, puesto que las personas se aseguraron durante este período de transición, garantizando la prestación del servicio a la totalidad de los beneficiarios como es la obligación de la universidad. Cosa diferente es que algunos beneficiarios no se hayan trasladado, sin embargo la universidad respetó este derecho de acuerdo con la norma por 2 meses”.

La respuesta dada por la administración no se acepta, toda vez que los funcionarios no quedarían sin servicio de salud, puesto que este lo cubriría el POS que por Ley se cancela mensualmente, evidenciando que la Universidad esta incurriendo en gastos injustificados por este concepto.

Igualmente se reitera el hecho de que los funcionarios públicos administrativos, docentes y pensionados, no tiene derecho al pago de medicina prepagada que la universidad ha venido cancelado a través de los últimos 10 años, por haber sido extensivo estos beneficios que habían sido otorgados a trabajadores oficiales a través de convención colectiva.

En consecuencia, este hecho se constituye en un hallazgo administrativo con alcance fiscal y disciplinario en cuantía de $86,1 millones; por consiguiente, se dió traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.11.  La Universidad suscribió el contrato No. 019  el 1 de julio de 2004 con SANITAS, para prestar el servicio de medicina prepagada a todos los funcionarios del régimen antiguo, observándose que posteriormente (30 de julio/04) constituyó reserva presupuestal para respaldar este compromiso que comenzó a ejecutarse el 1 de julio; es decir,  legalizó hechos cumplidos y hasta la fecha no ha cancelado el mes de julio, generando intereses de mora por este pago.
Lo anterior contraviene lo normado en el Artículo 52, del Decreto 714 de 1996 referente a que  “ Todos los actos administrativos que afecten  apropiaciones presupuestales, deberán contar con disponibilidad y registro presupuestal….(…)”

Lo anterior evidencia el incumplimiento de los deberes de todo servidor público contemplado en los numerales 1 y 21 del Artículo 34 de la Ley 734 de 2002. Igualmente se constituye en una de las faltas gravísimas establecidas en el numeral 22 del Artículo 48 de la Ley 734 de 2002.

Por otra parte denota falta de controles y seguimiento por parte de la oficina de control interno, trasgrediendo lo normado  en el literal e), Artículo 2º de la Ley 87/93.

Respuesta dada por la entidad:

“Tratándose de la prestación del servicio de salud a pensionados y de docentes y empleados administrativos del régimen antiguo y estando de por medio la salud o vida de los mismos, la universidad debía garantizar la iniciación de la contratación con Sanitas a partir del 1º. De julio; teniendo en cuenta la notificación de Rectoría a las EPS Cafesalud y Compensar por medio de la cual se les comunicó la liquidación de los contratos con las mismas a partir del 1º. De julio.

Desafortunadamente, por error de la administración, se omitió el proceso de solicitud de reserva presupuestal a la Sección de Presupuesto, requisito que se cumplió solo hasta el 30 de julio de 2004, lo que quiere decir que las reservas presupuéstales  Nos. 2649, 2650 y 2651 solo tienen vigencia a partir de esa fecha, quedando descubierto el período comprendido entre el 1º. Y el 30 de julio.

Para subsanar el error de la administración , que en todo momento actuó de buena fe y no violó el ordenamiento jurídico superior, pero cometió un error al haber firmado el acta de iniciación del contrato sin la respectiva reserva presupuestal y la EPS Sanitas, también de buena fe prestó los servicios satisfactoriamente a los afiliados pensionados, docentes y empleados administrativos de la universidad durante el mes de julio del presente año, la Rectoría consideró necesario someter a consideración del Comité de conciliación el pago de la cuenta presentada por la EPS Sanitas, por los servicios prestados a los afiliados durante todo el mes de julio/04.

El pago de dicha cuenta está respaldada en la expedición de nueva disponibilidad presupuestal por valor de $148.687.200, otorgada por la División de Presupuesto de la universidad, del rubro sentencias judiciales y vía transacción con la EPS Sanitas.

La respuesta dada por la entidad ratifica las deficiencias anteriormente señaladas, constituyéndose en un hallazgo administrativo con alcance disciplinario; por consiguiente, se dió traslado a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.12.  La Universidad Distrital suscribió  contrato el 29 de diciembre de 2000 con la firma COMPENSAR E.P.S., observándose lo siguiente:

· No fueron aportados los certificados presupuestales de disponibilidad y reserva necesarios para perfeccionar el contrato.

· No se registra el valor del contrato, ni se aportan las tarifas a aplicar debidamente aprobadas por el director administrativo.

· No se aportaron las pólizas anuales de cumplimiento durante el periodo de vigencia del contrato ni de las prorrogas realizadas.

· No se aportan listados de usuarios inscritos para ser atendidos por COMPENSAR E.P.S., por consiguiente no se puede conocer el valor mensual ni anual del contrato.

· No se aportaron relaciones de usuarios atendidos ni de pagos realizados por la Universidad, como tampoco los estudios técnicos que justifiquen la contratación, necesarios para la suscripción del contrato.

La anterior situación contraviene lo preceptuado en el Artículo 52 del Decreto 714 de 1996  referente a disponibilidades presupuestales  “ Todo acto administrativo que afecte las apropiaciones presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos…..”(..), concordante con lo señalado en inciso segundo del artículo 11  incluido en el Acuerdo 009 de 1998 del Consejo Superior Universitario referente a requisitos Precontractuales  (“)…En todo contrato debe existir disponibilidad presupuestal previa y suficiente al perfeccionamiento del contrato..”….(“)  

De igual forma contraviene lo señalado en el artículo 12 del Acuerdo 009 de 1998 del Consejo Superior Universitario en lo relacionado con el procedimiento de contratación, al incumplir los numerales 1, 2, 3, 5, 6  y  7; y  con los parágrafos 1 y 2.

El inciso cuarto del artículo 11 incluido en el mismo Acuerdo 009 de 1998 referente a requisitos Precontractuales señala que (“)…Cualquier compromiso que se adquiera con violación a este artículo genera responsabilidad personal y pecuniaria a cargo de quien asuma estas obligaciones sin perjuicio de las acciones de carácter penal, disciplinaria, fiscal, administrativa y civil”.
Igualmente en  el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala los Objetivos del Sistema de Control Interno, ”Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten... (”). 

Por lo anteriormente expuesto, se considera una falta disciplinaria, de acuerdo a lo preceptuado en el Artículo 34 numerales 1 y 21, deberes del servidor público  y el Artículo 48 numeral 22 faltas gravísimas, de la Ley 734 de 2002.

Respuesta dada por la administración:

(“)… Respecto al numeral 5 referente al contrato celebrado entre la Universidad y COMPENSAR me permito informar:

Referente a la disponibilidad y reserva presupuestales como lo relativo a la póliza de cumplimiento cabe la misma respuesta dada al numeral 1 de su cuestionario (oficio de observaciones No.34000-018237 de septiembre 29 de 2004)Acerca del valor del contrato y sus tarifas, me permito manifestarle que de conformidad con la cláusula decimo septima la propuesta presentada por COMPENSAR y que contiene entre otras las tarifas a aplicar, así como las actas y demás documentos suscritos por las partes, hacen parte integral  de dicho contrato, en consecuencia a (sic) firma del contrato por parte del representante legal de la Universidad avala las tarifas.

Respecto de los listados de usuarios inscritos para ser atendidos, este es un tramite a realizar con posterioridad a la firma del contrato por parte e otra dependencia tal y como lo establece la cláusula octava del mismo. Respecto a que no se puede reconocer el valor mensual ni anual del contrato, esto si es posible con la confrontación de los pagos  que se hacían mes a mes por parte de la universidad y que deben reposar sus comprobantes en la Tesorería general de la Universidad, en otras palabras a través de la lectura del contrato se desprende que existen los mecanismos para determinar dichos montos y que no son mas que los pagos mes a mes con el visto bueno a satisfacción por parte del interventor”.

Respecto a la inexistencia de disponibilidad y reserva presupuestal al momento de suscribir el contrato con Compensar, no se acepta la respuesta dada por la administración toda vez que para contraer una obligación, siempre debe existir previamente estos registros, ya que en caso contrario se transgreden las normas presupuestales por legalizar hechos cumplidos. Este hecho se constituye en una hallazgo administrativo de carácter disciplinario, por consiguiente se dará traslado a la Personería de Bogotá y las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.13.  Al realizar seguimiento a los pagos efectuados por medicina prepagada a la firma COMPENSAR E.P.S., la Contraloría evidenció que la Universidad canceló por este concepto la suma de $61.5 millones durante los años 1996 a 2004, los cuales no tienen derecho por haberse vinculado a la entidad después del mes de agosto de 1994, o por haberse pasado al régimen del Decreto 1444 de 1992, así:

· Villamil Puentes Jorge Eliécer nombrado mediante la Resolución No. 1234 de 1993 como docente de tiempo parcial posteriormente nombrado en la categoría  asistente mediante  la  Resolución No. 340 de 1995, la suma de $ 32.9 millones.
· Aparicio Pico Lilia Edith,  vinculada  el 5º de agosto  de  1994, la  suma  de $ 28.6 millones.
Lo anterior conlleva a un daño patrimonial a las finanzas del Distrito en la cuantía de $61.5 millones debido entre otras razones a la ausencia de políticas de planeación y control, contraviniendo lo preceptuado en Artículo 6º. de la Ley 610 del 2000 y el Articulo 34 numeral 1, de la Ley 734 de 2002.

Por otra parte, se incumple con lo señalado en el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala los Objetivos del Sistema de Control Interno,” Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten... (”). 

Respuesta dada por la administración:

“La Dirección administrativa, mediante oficio No., 698 del 7 de julio del año en curso, solicitó concepto a la oficina Asesora Jurídica, la cual mediante oficio OJ-1048-04 presentó las recomendaciones pertinentes”.

La respuesta dada por la entidad, no se acepta, toda vez que el concepto jurídico a que hace referencia, manifiesta que el beneficio de medicina prepagada es un beneficio otorgado a través de la figura del Bienestar Institucional (Acuerdo 27 de 1988).

Este Concepto no es compartido por este ente de control si se tiene en cuenta lo establecido en el Artículo 236 de la Ley 100 de 1993  “Las Cajas Fondos y entidades de seguridad social del sector público, empresas y entidades del sector público de cualquier orden, que con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente Ley prestan servicios de salud  o amparen a sus afiliados riesgos de enfermedad general y maternidad, tendrán dos años para transformarse en empresas promotoras de salud, adaptarse al nuevo sistema o para efectuar su liquidación, de acuerdo con la reglamentación que al respecto expida el Gobierno Nacional”…” Cuando el plan de beneficios de la entidad sea mas amplio que el plan de seguro obligatorio, los trabajadores vinculados a la vigencia de la presente Ley y hasta el término de la vinculación laboral correspondiente o el período de jubilación, continuarán recibiendo dichos beneficios con el carácter de plan complementario en los términos del Artículo 169 de esta misma Ley “.

Igualmente el Artículo 169 de la Ley 100/93 dice “..Planes Complementarios.- Las entidades promotoras de salud podrán ofrecer planes complementarios al plan de salud obligatorio (POS) que serán financiados en su totalidad por el afiliado con recursos distintos a las cotizaciones obligatorias previstas en el Artículo 204 de la citada Ley.”…
En este orden de ideas, si bien es cierto todos los funcionarios gozaban de los beneficios que en materia de salud les ofrecía el bienestar universitario a través del Acuerdo 27 de 1988, también es cierto que con la expedición de la Ley 100/93 se dio la libertad de fortalecerse como entidades promotoras de salud, liquidarse o adaptarse al nuevo sistema, opción esta ultima escogida por la Universidad, lo que los obligaba a regirse totalmente por lo normado en la Ley 100/93, por consiguiente, los servicios de medicina prepagada deben ser asumidos en su totalidad por cada funcionario y no con recursos públicos.

Por lo anterior este hecho se constituye en un hallazgo fiscal y disciplinario en cuantía de $61,5 millones; por consiguiente, se dió traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.14.  La Universidad canceló a la firma COMPENSAR E.P.S., la suma de $485.8 millones por concepto de la prestación de diferentes servicios odontológicos con fines estéticos y de rehabilitación oral, durante el periodo 2001 a 2004; sin embargo, se observó que de acuerdo al análisis realizado a la normatividad vigente en materia de salud, la institución no ha debido asumir este costo, toda vez que debe ser cubierto por cada uno de los usuarios.

Con lo anterior, se transgreden los artículos 162, 169 y 236 de la Ley 100 de 1993; la institución no ha debido asumir este costo, toda vez que debe ser cubierto por cada uno de los usuarios. Contraviniendo de igual forma lo preceptuado en el Artículo 6º de la Ley 610 del 2000 y el Artículo 34 numerales 1 y 2 de la Ley 734 de 2002. 

Respuesta dada por la entidad:

(“)… de acuerdo con la política de bienestar universitario y de acuerdo con la convención colectiva del trabajo y el Acuerdo 027 de 1998, la atención odontológica es integral, es decir, incluye tanto la atención odontológica  general como especializada, de tal forma que la universidad cubre estos dos eventos ya sea por POS como por Plan adicional de salud a los beneficiarios …(“)

(“)… la odontología estética esta excluida, esta administración para asegurarse que este proceso se hiciera transparentemente, solicitó revisar las cuentas de los años anteriores para identificar las dificultades y poderlas corregir en la liquidación del contrato entre la U. Distrital y la E.P.S. Compensar, proceso que actualmente adelanta la Dirección Administrativa …(“)

(“)…esta administración tomo las medidas correspondientes para evitar pagos que no le correspondían a la entidad. Además no sobra recordar que fue esta administración la que inició la revisión integral del conjunto de los contratos de salud, vigentes desde el año 1995, rindió un informe público de cuentas el julio 13 (sic) de 2004, dio terminación a los contratos de lentes y monturas, medicamentos y odontología y se definieron los términos de referencia para la nueva contratación donde se excluye específicamente la odontología con fines estéticos así como todos los materiales, insumos, medicamentos con fines estéticos”.

La respuesta presentada por la entidad no desvirtúa la observación presentada porque si bien es cierto todos los funcionarios gozaban de los beneficios que en materia de salud les ofrecía el bienestar universitario a través del Acuerdo 27 de 1988, también es cierto que con la expedición de la Ley 100 de 1993 se dio la libertad de fortalecerse como entidades promotoras de salud, liquidarse o adaptarse al nuevo sistema, opción esta ultima escogida por la universidad, lo que los obligaba a regirse totalmente por lo normado en la Ley 100 de 1993, por consiguiente, los servicios de medicina prepagada deben ser asumidos en su totalidad por cada funcionario y no con recursos públicos.

Por lo anterior este hecho se constituye en un hallazgo fiscal y disciplinario en cuantía de $485,8 millones; por consiguiente, se dió traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.15. Al realizar el análisis al contrato 002 del 23 abril de 2001 suscrito con Dromayor S.A y los pagos efectuados por concepto de suministro de medicamentos a los trabajadores oficiales, empleados públicos, docentes, pensionados, y demás beneficiarios de la Universidad Francisco José de Caldas, se evidenció que la Universidad ha pagado por este concepto la suma de $1.060.0 millones durante el periodo comprendido entre el 1 de mayo de 2001 y el 28 de febrero de 2004; quedando pendiente de pago el valor de los medicamentos suministrados  durante los meses de marzo y abril de 2004.

De acuerdo al análisis realizado a la normatividad vigente por concepto del tema de salud, la Contraloría evidenció  que la Universidad no ha debido asumir el costo de este contrato, toda vez que las diferentes  E P S estaban en la obligación de suministrar los medicamentos tal como lo establece el artículo 162 de la Ley 100 de 1.993 a través del POS.

Lo anterior es ratificado en  el  Decreto 806 de 1998 artículo 7º,  que reglamenta la Seguridad Social en salud y los derechos de los afiliados; “Las Entidades Promotoras de Salud E P S y Entidades Adaptadas están obligadas a dar a sus afiliados educación, información y fomento de la salud y la prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación de la enfermedad en los diferentes niveles de complejidad así como el suministro de medicamentos esenciales en su denominación genérica”.             

Por consiguiente, el pago efectuado por la Universidad a la firma Dromayor S.A, se constituye en un hallazgo fiscal y disciplinario el cual se presenta por la ausencia de políticas de planeación y control, conllevando a un daño patrimonial a las finanzas del Distrito en cuantía de $1.060.0 millones, encontrándose incurso  dentro de lo preceptuado en Artículo 6º de la Ley 610 del 2000 y el Artículo 34 numerales 1 y 21 de la Ley 734 de 2002.

Por otra parte también transgrede lo señalado en el Artículo 162 de la Ley 100 de 1993.
Respuesta dada por la entidad:
“La normatividad establecida en la ley 100 de 1.993 y sus decretos reglamentarios ha establecido un POS, el cual cubre todas las patologías, así como los procedimientos esenciales para el tratamiento de los pacientes.

No obstante lo anterior, la Universidad debe garantizar el 100% del cubrimiento en salud, así como la continuidad e integralidad en la prestación del servicio a la población usuaria en consideración a lo suscrito en Convenciones Colectivas de trabajo y lo establecido mediante acuerdos del Consejo Superior Universitario, respecto a los derechos de salud lo cual hizo necesario la suscripción de dicho contrato para garantizar la necesidad de cubrir algunos procedimientos y medicamentos no establecidos en el POS, sustentados por los médicos tratantes.

La actual administración basada en  diagnostico y estudio del sistema de salud que se venía reconociendo en la Universidad, ha implementado un nuevo modelo de prestación de servicio de salud sin afectar los derechos de la población beneficiaria con el fin de racionalizar los recursos y colocar en mejores condiciones de seguridad jurídica dicha situación

Con el diagnostico e implementación del nuevo modelo se contrató con EPS Sanitas la prestación del servicio de salud integral...(“)

Evaluada la respuesta, la observación se mantiene porque mediante el POS se ha debido exigir que las EPS suministraran los medicamentos; de existir algún medicamento no contemplado en el POS se debió acudir a los procedimientos establecidos para su validación; en consecuencia se constituye en un hallazgo fiscal y disciplinario en cuantía de $1.060,0 millones, por consiguiente se dió traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.2.16.  En la cláusula 9ª del mismo contrato suscrito con DROMAYOR S.A., se establece que la supervisión o auditoria será ejercida por el auditor médico de la Universidad, observándose que la autorización de la entrega de los medicamentos la realizó el señor Alfonso Murillo Leal quien se desempeñaba como interventor de los contratos de Cafesalud y Compensar. 

Lo anterior se presenta por la falta de controles y oportunidad en la información contraviniendo lo preceptuado en el artículo 2º literal f) de la ley 87 de 1.993 y el Parágrafo del artículo 31 del Acuerdo 08 de 2003, que reglamenta la contratación para la Universidad Distrital. 

Respuesta dada por la entidad:

(“)...Con el nuevo contrato se han implementado mecanismos de control y toda solicitud y autorización para la entrega de medicamentos NO POS, es autorizada por el Auditor Médico, una vez hecho el respectivo estudio y valoración de cada usuario...(“)
Evaluada la respuesta presentada, la observación se mantiene por cuanto esta se refiere claramente al contrato suscrito con Dromayor y no a las acciones que se pretenda tomar hacia el futuro, por consiguiente no se da una explicación valedera de las inconsistencias en la ejecución mencionado contrato; en consecuencia, se constituye en un hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria, el cual fue trasladado a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.3. CONTRATACION MEDIANTE LA MODALIDAD DE PRESTACION DE SERVICIOS

2.3.1. La Universidad Distrital celebró contratación indebida e injustificada por concepto de la suscripción del contrato de prestación de servicios No. 000016 suscrito el 27 de julio de 2004 con Jairo Armando Rojas por valor de $13.5 millones,  cuyo objeto es:

· Prestar los servicios como apoyo especializado para organizar y redefinir los procesos de control, gestión y resultados de la contratación en salud de acuerdo con la normatividad vigente y las políticas fijadas por la rectoría.

· Apoyo especializado para el desarrollo del plan de gestión para el cumplimiento de la Ley 716 de 2001 y sus decretos reglamentarios (saneamiento contable).

· Análisis de cuentas de cobro presentadas por Cafesalud, Compensar y Servicios ópticos y odontológicos y de medicamentos de octubre de 2003 a mayo de 2004 para determinar: Obligaciones de la UD con afiliados según Acuerdo 027/88 y convenciones colectivas, Contenidos contratos POS, PAS, Prepagada, Cuentas presentadas por las anteriores entidades, Verificación posibles inconsistencias y recomendaciones.

· Análisis del estado de cuenta del fondo de medicamentos creado en el contrato de servicios de Cafesalud- UD en abril de 1995 hasta el mes de noviembre de 2001, valoración del monto cancelado por el fondo, verificar beneficios de dicho fondo, verificar situación de los afiliados a quienes no se les aplicó preexistencias.

· Recomendaciones para liquidación de contratos con Cafesalud,, compensar, Dromayor, Coodontologos y Ópticas.

· Diseño de control financiero a los contratos y programas de salud con indicadores de gestión

· Evaluar requerimientos Contraloría Distrital, según informe final de junio de 2004 y recomendar acciones correctivas y plan de mejoramiento, de conformidad con las normas vigentes.

· Revisión manual de procesos y procedimientos División financiera para el tema de saneamiento contable y proponer ajustes de acuerdo a la propuesta de trabajo la cual hace parte integral del contrato.

Teniendo en cuenta lo anterior, se evidencia una duplicidad de funciones entre las ejecutadas por el contratista y las asignadas a la interventora de los contratos con las diferentes EPS, las cuales se encuentran establecidas en los Artículos 29 y 31 del Acuerdo 008 de 2003, Estatuto General de Contratación de la Universidad.

Igualmente se evidencia duplicidad con las funciones establecidas para las diferentes funcionarios de la División de Contabilidad, respecto al Plan de mejoramiento y revisión de los manuales de procedimientos para el tema de  Saneamiento contable, toda vez que esas actividades se pueden adelantar a través del Comité de Saneamiento Contable.

En consecuencia, se evidencia un detrimento por $13.5 millones generado por  una contratación indebida e injustificada y por una gestión antieconómica en la suscripción del citado contrato.

Por lo anterior, este hecho se encuentra incurso dentro de lo establecido en el artículo 6 de la Ley 610 de 2000; de igual forma se transgreden los Artículos 34 y 48 numerales 1 y 21 y numeral 22 respectivamente, de la Ley 734 de 2002 y lo establecido en los Artículos 29 y 31 del Acuerdo 008 de 2003, Estatuto de Contratación de la Universidad Distrital.

Respuesta dada por la administración:

“Respecto al contrato 00016 de JAIRO ARMANDO ROJAS, me permito precisar que las funciones pactadas por la Universidad con dicho contratista, no presenta duplicidad alguna en las funciones pactadas, frente a las de la interventoría del contrato de salud actual, por cuanto su función va encaminada a definir lineamientos generales de la interventoría financiera de salud y a  lograr la liquidación de los contratos anteriores, sin que ello tenga relación alguna con la interventoría de los mismos.

En cuanto al proceso de saneamiento contable, tampoco existe duplicidad de funciones, toda vez que su trabajo consiste en la asesoría y coordinación de dicha actividad en concordancia con la política que sobre esta materia ha establecido la Secretaría de Hacienda Distrital, donde esta entidad designa un asesor con la condición de que la Universidad designe el suyo propio para el efecto; sin que se pueda afirmar, como Usted lo hace, que existe un detrimento patrimonial ya que la labor desempeñada por el contratista, redundará en beneficios tangibles para la institución, cual es el de lograr el saneamiento contable conforme a las normas que lo rigen”.

La respuesta dada por la administración no se acepta, toda vez que respecto a la función de definir lineamientos generales de interventoría, éstos se encuentran plasmados en los Artículos 29 y 31 del  Acuerdo 008 de 2003 y la liquidación de los contratos es una obligación del interventor, que para este caso ya estaba nombrado un funcionario de planta.

Por otra parte respecto a la duplicidad de funciones en el tema de saneamiento contable, la Universidad no anexa documentos que confirmen el convenio con la Secretaria de Hacienda para nombrar un asesor en este tema; por lo anterior, se constituye en un hallazgo fiscal y disciplinario en cuantía de $13,5 millones, el cual fue trasladado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.3.2. La Universidad Distrital realizó contratación indebida e injustificada al suscribir el contrato No.000020 suscrito el 12 de agosto de 2004 con Alvaro León Muriel por valor de $25.0 millones, cuyo objeto es desempeñarse como auditor médico del contrato con la EPS Sanitas y asesorar al Rector en el tema de salud.  
Se evidenció que la Universidad había suscrito en el mes de Enero /04 la orden de prestación de servicios No.00037 con el señor Jaime Suárez Patarroyo, para desempeñar no solo la auditoria medica, sino la técnica, financiera y administrativa de todos los contratos con las diferentes EPS por un valor de $13.6 millones durante 8 meses y el contrato actual se suscribió solo para ejercer auditoria medica al contrato con la EPS Sanitas por $25.0 millones durante 4 meses y 20 días.

En consecuencia, se establece un daño al patrimonio del Distrito en cuantía de $25.0 millones, generado por una gestión antieconómica y una contratación indebida e injustificada,  hecho que se encuentra incurso dentro de lo establecido en el Artículo 6º de la Ley 610 de 2000. De igual forma se transgreden los Artículos 34 y 48,  numerales 1 y 21 y numeral 22 respectivamente, de la Ley 734 de 2002 y transgrede lo establecido en los Artículos 29 y 31 del Acuerdo 008 de 2003 Estatuto de Contratación de la Universidad Distrital.

Respuesta dada por la administración:

“Contrato 000020 de Álvaro Muriel López. Objeto: Realizar la auditoria médica al contrato de prestación de servicios en la modalidad del Plan Empresarial y en lo que respecta a la prestación del Plan obligatorio de Salud POS en la EPS Sanitas. Así mismo, asesorar a la Rectoría y Dirección Administrativa de la Universidad Distrital en la administración de los servicios de salud, velando por un servicio oportuno e idóneo a los trabajadores y beneficiarios.  Teniendo en cuenta las nuevas  políticas en salud que esta administración asumió, revalorizando los servicios del POS, se redefinieron también las funciones del auditor, centrando dicha auditoria en la regulación y calidad de los servicios.

Con base en el contrato de prestación de servicios No 000020 de 2004, se ha definido que en principio el sistema de evaluación médica del auditor de la Universidad, debe cumplir con los siguientes objetivos:

Conocer la calidad de los servicios  y valorar los factores que inciden sobre la buena marcha de los mismos.

Realizar auditoría interna. Esta auditoría interna puede ser de calificación, recalificación, de mantenimiento o periódica de seguimiento.

Analizar el trabajo médico en sus diferentes áreas, con el propósito de conseguir el más alto nivel de eficiencia en al atención prestada.

Propender por la creación de estímulos por el uso racional de los servicios y facilitar  la información para la asignación de los mismos.

Informar a LA Dirección Administrativa de la Universidad los aspectos relevantes del perfil epidemiológico del grupo poblacional (trabajadores, beneficiarios), y participar en la toma de decisiones para ajustes en programas de prevención y promoción en salud por parte de la EPS y , si es del caso de la ARP correspondiente de la Universidad.

Evaluar los criterios clínicos para establecer conceptos de costo – beneficio del contrato.

Implantar la gestión de riesgos, reclamos y conflictos  además de la realización de auditorias programadas en forma prospectiva, con una visión  de futuro, de acuerdo a las necesidades institucionales.

Dar cumplimiento a las disposiciones legales.

Según lo expuesto, no puede predicarse por parte de ese órgano de control detrimento patrimonial alguno en la medida en que las funciones antes mencionadas no son las mismas que tenía el contrato anterior, sino que son más amplias e integrales y por tanto no puede argumentarse duplicidad de funciones”.

La respuesta dada por la Universidad no se acepta, toda vez que las funciones que relacionan se encuentran inmersas en los aspectos técnicos, financieros y administrativos desarrolladas en igual forma por el auditor medico anterior, a un costo mucho más bajo.

Por lo anterior, se reitera la observación planteada constituyéndose en un hallazgo fiscal y disciplinario en cuantía de $25,0 millones; por consiguiente, se dió traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.3.3. La Universidad Distrital realizó contratación indebida e injustificada al suscribir el contrato 014 de mayo 28 de 2004 suscrito con Juan Gonzalo López Casas por valor de $13.5 millones, con el objeto de asesorar al Rector de la Universidad en la reorganización del servicio de seguridad social en salud para los afiliados de la Universidad y definir los términos de referencia que sirvan de base a la contratación de los beneficios adicionales al POS.

Evaluados los informes de labores entregados por el contratista, se evidencia que las irregularidades allí mencionadas ya habían sido puestas en conocimiento del Rector y del Jefe de Control Interno por el auditor medico Jaime Suárez, mediante comunicaciones: ADT UD-26-03 de mayo 30/03, ADT UD 032-03 del junio de 2003 y ADT UD-016-04 de marzo 19 de 2004, concluyendo que todas las actividades señaladas por el contratista, ya habían sido informadas con anterioridad.

Igualmente, se observó que en el contrato del Plan Complementario de Salud suscrito con la EPS SANITAS, la Universidad no acató las recomendaciones dadas por el Auditor Medico Jaime Suárez ni las del contratista Juan Gonzalo López Casas, referentes a la ilegalidad en la inclusión de los empleados públicos (docentes y administrativos) en el pago de este beneficio.

En consecuencia se presenta un daño al patrimonio Distrital en cuantía de $13.5 millones, generado por una contratación indebida e injustificada y por una gestión antieconómica en la suscripción del citado, toda vez que los problemas en el tema de salud ya eran conocidos por la administración y a la fecha no han sido subsanados.

Por lo anterior, este hecho se encuentra incurso dentro de lo establecido en el Artículo 6 de la Ley 610 de 2000. De igual forma se transgreden los Artículos 34 y 48 numerales 1 y 21 y numeral 22 respectivamente de la Ley 734 de 2002 y transgrede también lo establecido en los Artículos 29 y 31 del Acuerdo 008 de 2003 Estatuto de Contratación de la Universidad Distrital

Respuesta dada por la administración:

“Contrato 014 de 2004. Juan Gonzalo López Casas. Objeto: Definir los términos de referencia  para la contratación del Plan Adicional de salud, definir las funciones del auditor  e interventor y realizar estudio técnico del área.

El doctor JUAN GONZALO LOPEZ CASAS, el objeto del contrato de prestación de servicio con el Dr. López se centro en la definición de unos términos de referencia para la contratación de servicios a partir del primero de julio de 2,004, con base en esto se replanteó la forma y los costos de contrataciones anteriores, así como el control del nuevo contrato. Como se puede observar el trabajo adelantado por el Dr. López en ningún momento se cruzo con otro tipo de contratación”.
La respuesta dada por la administración no se acepta, ya que no desvirtúa la observación planteada en el sentido de que los informes presentados por  el contratista, cootienen las mismas recomendaciones y observaciones comunicadas por el anterior auditor medico, con antelación a la subscripción de este contrato, es decir que la universidad no desconocía las deficiencias, por lo tanto no era necesario este contrato; por lo anterior se constituye en un hallazgo fiscal y disciplinario en cuantía de $13,5 millones, el cual fue trasladado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.3.4. El contrato No 016 de julio 27 de 2004, suscrito con Jairo Rojas en su cláusula Quinta contempla que el interventor  de dicho contrato es el Jefe de Control Interno; hecho que transgrede el parágrafo del artículo 12 de la  Ley 87/93  Funciones de los auditores internos: “En Ningún caso podrá el asesor, coordinador, auditor interno o quien haga sus veces, participar en los procedimientos administrativos de la entidad a través de  autorizaciones o refrendaciones…(..).”.

Respuesta dada por la administración:

“Situación subsanada a partir del nombramiento del Director Administrativo como supervisor del contrato”.

Se acepta la respuesta dada por la administración.

2.3.5. La Universidad contrató personal para las diferentes Facultades de Ingeniería, Ciencias, Tecnológica, y Medio Ambiente, mediante órdenes de prestación de servicio por valor $95.2 millones de los cuales,  una vez revisados los informes de actividades realizadas por cada uno de los contratistas, se observó que consisten únicamente en el recibo y entrega de salas de informática a los docentes y en instalación de programas ( winzip, SW, MathCad, administración de claves), así:

CUADRO 2

RELACION DE CONTRATOS VIGENCIA 2004

(Millones de $)

NO. CONTRATO
CONTRATISTA
PERFIL PROFESIONAL
OBJETO
VALOR

FACULTAD TECNOLOGICA





218
LUIS FERNANDO MONTOYA
Ingeniero en redes de computadores y tecnológo en sistematización de datos de la U.Distrital
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad Tecnológica. 
7.6

222
JAVIER TELLEZ FLECHAS
Ingeniero de sistemas de la Universidad Piloto.
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad Tecnológica.
7.6

232
NELSON ANDRES REINA CRUZ
Ingeniero en redes de computadores y Tecnólogo en sistematización de la U. Distrital
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad Tecnológica.
7.6

FACULTAD MEDIO AMBIENTE





225
EDGAR MANUEL LLANEZ 

 COLLAZOS
Tecnólogo en sistemas
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad de Medio Ambiente.
7.6

231
LILIANA PATRICIA CANCELADA NIÑO
Tecnología en sistematización de datos
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad de Medio Ambiente.
7.6

258
WALTER ARMANDO MARTINEZ VACA
Décimo semestre en ingeniería de redes de computadores y tecnólogo en sistematización de datos. U. Distrital
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad de Medio Ambiente.
7.6

FACULTAD DE INGENIERIA





223
GUSTAVO ENRIQUE CORTES FORERO
Ingeniero electrónico de la U. Distrital
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad de Ingeniería.
7.650.000

224
JUAN MIGUEL ABREO CAMACHO
Ingeniero electrònico de la U. Distrital
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad de Ingeniería.
5.9 se liquidó antes de tiempo. Total pagado $ 2.7

264
CESAR AUGUSTO CARDENAS TABARES
Ingeniero de sistemas, con énfasis en auditoría de Sistemas.
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad de Ingeniería.
9.5

234
HECTOR CRISTYAM MANTA CARO
Ingeniero electrónico de la Universidad Distrital.
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad de Ingeniería.
7.6

FACULTAD DE CIENCIAS





216
YIMER ROLDAN CARVAJAL
Estudiante de Ingeniería de  sistemas de la U. Distrital.
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad de Ciencias.
7.6

217
JAIME LEONARDO ACOSTA DIAZ
Terminación de materias en Ingeniería Electrónica.
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad de Ciencias.
3.3

221
OMAR MANUEL MEDINA SUAREZ
Bachiller Académico, cursos de ensamble y mantenimiento de computadores de mes y medio y dos meses respectivamente.
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad de Ciencias.
7.6

228
GALLY SOLANGE RINCON SUAREZ 
Trabajadora social, cursos en sistemas operativos y mecánica de computadores de un mes y dos meses respectivamente. 
Garantizar el funcionamiento eficiente de los equipos asignados a las salas en cuanto a hardware y software, llevar a cabo la entrega y recepción de profesores y usuarios en las salas de informática de la Facultad de Ciencias
7.6

          Fuente: Ordenes de Prestación de servicios y relación de contratación de la Universidad Distrital.

Igualmente, se evaluó el perfil profesional de los contratistas, observando que en algunos casos son bachilleres o profesionales con una profesión diferente a Ingeniería de Sistemas,  quienes certifican cursos en sistemas de 1 mes, lo cual evidencia que no existe un perfil definido para desempeñar las labores contratadas ni tampoco un estudio de costos, toda vez que al bachiller se le paga lo mismo que a un profesional.

Respecto a los informes de labores presentados por los contratistas, consisten en unas planillas donde relacionan los días y horas de entrega y recibo de salas de cómputo, de instalación de programas y administración de claves, de las cuales en su mayor porcentaje corresponden a entrega y recibo de salas de cómputo; actividades que tal como están planteadas, no reflejan complejidad en su ejecución y pueden ser desarrolladas por una persona que tenga mínimos conocimientos en sistemas.

Al verificar el personal de planta de la Universidad asignado a las diferentes facultades, se observa que en éstas laboran bachilleres (Técnicos y Auxiliares Administrativos) que bien podrían realizar estas actividades, toda vez que no consiste en un trabajo especializado ni requiere un perfil profesional  específico.

En consecuencia, se presentó un daño al patrimonio del distrito en cuantía de  $99.6 millones, generado por una gestión antieconómica, una contratación injustificada y una deficiente planeación que permita optimizar su planta de personal y así mismo racionalizar los recursos; hecho que se encuentra incurso dentro de lo establecido en el Artículo 6º. De la Ley 610 de 2000 y el numeral 1 del Artículo 35 de la Ley 734 de 2003.

Respuesta de la administración:

“Con respecto a las actividades  propias que han de cumplir los contratistas destinados a la asistencia del las diferentes salas de Informática de la Universidad, me permito informarle que estos espacios académico han de estar dispuestos cabalmente para la atención a usuarios( profesores y estudiantes), durante toda la jornada académica semanal, esta necesidad implica el desarrollo de las siguientes actividades:

a- Recibir y entregar el inventario de cada una de las salas. 

b- Verificar y monitorear los paquetes informáticos básicos y especializados para cada sesión de clase.

c- Verificar y monitorear el funcionamiento de la red.

d- Registrar y controlar el ingreso de los usuarios a las salas y su respectivo acceso(manejo de claves).

Para efectos de agilidad y eficiencia en el servicio de las salas de informática, en particular en lo referido en los literales b y c anteriores, se requiere de recurso humano calificado con experiencia y competencias técnicas en el área de la informática. Adicionalmente para poder cumplir con las actividades enumeradas, cada asistente de sala debe estar capacitado para desempeñarse en las siguientes áreas:

a- Soporte técnico a las áreas académicas y administrativas.

b- Gestión de red y administración de plataformas computacionales.

c- Gestión de red y comunicaciones

d- Buenas relaciones interpersonales y don de gente.

Como se puede apreciar, se trata de una actividad compleja y de alto nivel de responsabilidad y que por tanto ha de ser monitoreada por personas con estudios o títulos de nivel técnica, tecnológico o profesional  y que ante todo certifiquen experiencia práctica en el área de la informática. 

…Los informes de gestión reflejan las actividades  principales realizadas por los asistentes, ya que los instrumentos utilizados para el control apuntan fundamentalmente a la certificación del buen uso de las salas de informática….Los contratistas fueron escalafonados como de nivel técnico debido a las posibilidades presupuestales de la Universidad…Respecto a la profesional Gally Solange Rincón Suárez, trabajadora social, certifica experiencia de más de 6 años en el área de informática, en la Universidad..l 

No se acepta la respuesta de la administración en lo referente a que los contratistas desarrollan otras actividades de alto nivel de complejidad, especialmente gestión de red y comunicaciones y administración de plataformas computacionales; toda vez que  además de los contratos señalados anteriormente, la Universidad ha suscrito las ordenes de prestación de servicio  Nos. 063, 065, 068, 070, 071, 156, para desarrollar dicha labor.

En cuanto a los informes de gestión, se reitera que estos relacionan en un alto nivel, actividades de entrega y recepción de salas de cómputo, observándose similitud en los informes que presentaron los contratistas Omar Manuel Medina y Yimer Roldán Carvajal, en lo referente a fechas y horas de las actividades desarrolladas en las aulas 1, 2 y 3 de la sede Macarena A durante el mes de junio. 

Igualmente, se observa que el informe de actividades del mes de junio presentado por Edgar Manuel LLanes Collazos, relaciona otras actividades que no están contempladas en el objeto del contrato, como son:

- colaboración en la biblioteca a los estudiantes y profesores en atención a sus requerimientos de libros y equipos en la ausencia de Marisol Montoya, encargada de la Biblioteca, en la Facultad de Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

-Prestación de servicios  en la Oficina de Admisiones y Registro en la sede principal para las inscripciones de nuevos estudiantes de diferentes proyectos curriculares.

Lo anterior denota falta de planeación y de estudios serios que justifiquen la contratación de personal a través de OPS en las diferentes Facultades, toda vez que si las actividades contratadas son tan complejas no se deben tener perfiles tan bajos o si son tan simples no se deben tener perfiles tan altos; por lo anterior,  este hecho se constituye en un hallazgo administrativo con alcance fiscal y disciplinario en cuantía de $99,6 millones, el cual fue trasladado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá. Las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.4 EVALUACION CUOTAS PARTES PENSIONALES 

2.4.1. - Mediante Resolución No.  055 de Febrero de 1999, suscrita por el Director de Gestión y Recursos de la Universidad Distrital, se reconoce y ordena pagar una mesada pensional al Docente John Arturo García Carrera, de acuerdo al concepto emitido por la División de Recursos Humanos, evidenciando la contraloría que el docente en mención no cumplía con el tiempo reglamentario para acceder a su pensión, toda vez que al calcular el tiempo de servicio, la Universidad no promedió los años que estuvo vinculado mediante contrato administrativo dictando horas cátedra, de acuerdo a lo normado en el parágrafo 1º, artículo 1º. De la  Ley 33 de 1985. Por otra parte la Universidad solo  tuvo en cuenta  un total de 180 días por licencia no remunerada, cuando realmente se le concedieron 270 días.

Igualmente el Señor fue nombrado como profesor hora cátedra a partir de febrero de 1983 hasta el 29 de noviembre de 1987, sin promediar la intensidad horaria como lo ordena la Ley 33/85, sino como jornada completa.

Teniendo en cuenta lo anterior y según el calculo efectuado por esta auditoria, la Universidad otorgó esta pensión sin llenar el requisito de tiempo de servicios. Por lo tanto las mesadas pensionales canceladas desde febrero de 1999 a Noviembre del año en curso, se constituye en un detrimento patrimonial en cuantía de $132.6 millones.

Lo anterior se presenta por la indebida aplicación de las normas y falta de controles en los procedimientos, relativos a reconocimiento y pago de pensiones.

Respuesta dada por la Administración:

No se recibió respuesta de la Universidad por lo tanto queda en firme constituyéndose en hallazgo fiscal y disciplinario en cuantía de $132,6 millones y se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá y las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

2.4.2.- Mediante Resolución No. 154 del 5 de Abril de 2000, la Universidad reconoció la mesada pensional al Docente Wilmer Antonio Daza Bohórquez, según concepto jurídico OJ-079 del 99, evidenciando la Contraloría que la Universidad al establecer el tiempo de servicios, contabilizó doblemente el tiempo que estuvo vinculado tanto en la Secretaria de Educación como en la Universidad Distrital durante el período Octubre 17 de 1990 a julio 13 de 1992.

Por lo anterior se le concedió pensión sin cumplir con el tiempo de servicios, constituyéndose en un detrimento patrimonial desde el momento que se le concedió la pensión; es decir, desde abril de 2000 a noviembre de 2004, en cuantía de $322.7 millones.

Lo anterior se presenta por la indebida aplicación de las normas y falta de controles en los procedimientos, relativos a reconocimiento y pago de pensiones.

Respuesta dada por la administración:

No se recibió respuesta de la Universidad por lo tanto queda en firme; además, una vez analizado el artículo 6, del Acuerdo 24 de 1989, se observa que el literal c), establece el pago de pensiones a partir del 1 de enero de 1994, para quienes tengan 15 años o más de servicio continuo o discontinuo a la Universidad; requisito que no cumple el docente en mención. 

Por lo anterior se ratifica el hallazgo fiscal y disciplinario en cuantía de $322,7 millones, por consiguiente se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá, y las acciones que se emprendan para solucionar esta situación, deberán incluirse en el Plan de Mejoramiento.

3. ANEXOS

3.1. CUADRO DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS

TIPO DE HALLAZGO
CANTIDAD
VALOR
REFERENCIACION

ADMINISTRATIVOS (sin incidencia fiscal, disciplinaria ni penal)

1
NA
2.2.7

FISCALES
16
$12.916.4 millones


2.2.1   2.2.2    2.2.3

2.2.5  2.2.6 2.2.9  2.2.10     2.2.13. 2.2.14 2.2.15  2.3.1.  2.3.2.  2.3.3.  2.3.5.  2.4.1.  2.4.2



DISCIPLINARIOS


21
NA
2.2.1  2.2.2  2.2.3  2.2.4    2.2.5  2.2.6  2.2.8   2.2.9  2.2.10  2.2.11  2.2.12  2.2.13.  2.2.14  2.2.15      2.2.16   2.3.1. 2.3.2. 2.3.3.  2.3.5.  2.4.1

2.4.2.



PENALES


2
NA
2.2.3   2.2.5

TOTAL
40



NA: No aplica.

PÁGINA  
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